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Asunto: Acción de tutela Nº 2020 – 390 

  Proveniente del Juzgado Cincuenta y Seis Civil Municipal de Oralidad de 

Bogotá. 

  Sentencia Segunda Instancia 

 

Fecha:  Treinta y uno de agosto de dos mil veinte 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de segundo grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

Héctor Julio Rojas Sotelo, ciudadano que se identifica con la C.C. # 7.124.850 quien actúa 

en nombre propio. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por el tutelante en contra de: 

 

➢ Secretaría Distrital de Movilidad de Bogotá. 

 

b) Vinculadas: 

 

➢ Ministerio de Transporte RUNT. 

➢ Sistema Integrado de Información sobre Multas y Sanciones por Infracciones 

de Tránsito (SIMIT). 

➢ Consorcio Servicios Integrales para la Movilidad SIM. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata de los derechos al debido proceso, trabajo, libre 

circulación y mínimo vital.  
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4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: El accionante manifestó que: 

 

- Con radicado SDM98467 solicitó la prescripción de infracciones de tránsito 

impuesta por la demandada. 

- No recibió respuesta de fondo. 

- No puede esperar a que se resuelva el derecho de petición. 

 

b) Petición:  

 

- Se tutelen los derechos deprecados. 

- Actualizar la plataforma para poder refrendar licencia de tránsito. 

 

5- Informes: 

 

a) Secretaría Distrital de Movilidad. 

 

- La Dirección de Gestión del Cobro respondió la petición de la accionante del 9 

de julio de 2020 (rad. SDM:98467), con oficio SDM-DGC-113747. 

- El ciudadano Héctor Julio Rojas Sotelo no reporta cartera vigente. 

- Envió requerimiento a la plataforma Simit para que se hiciera la actualización. 

- Se encuentra acreditada la carencia actual de objeto. 

-  El derecho de petición no es el medio mediante el cual se impulsan los procesos 

de cobro coactivo. 

- El actor mediante derecho de petición solicitó la prescripción de órdenes de 

comparendo siendo lo correcto hacerse parte en el proceso coactivo y presentar 

excepciones. 

- Como no se hizo parte en el proceso de cobro coactivo no es procedente realizar 

estudio de prescripción, donde para el efecto se debe seguir lo consagrado en los 

artículos 830 a 832 del Estatuto Tributario. 

- La acción de tutela es improcedente para discutir cobros administrativos, la 

protección de los derechos alegados debe ser tramitado en la jurisdicción 

contencioso administrativo. 
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- El accionante no agotó los requisitos para que proceda la acción de tutela como 

mecanismo de protección subsidiario. 

- Aporto copia de las consultas realizadas que determinan que la información fue 

actualizada. 

 

6.- Decisión impugnada:  

 

Se resolvió la primera instancia de la siguiente manera: 

 

a) Consideraciones: Concedió el amparo en tanto no encontró actualizada la 

información en la plataforma SIMIT.  

 

b) Orden: Ordenó a la Secretaría Distrital de Movilidad actualizar la información que 

aparece en la plataforma SIMIT. 

 

7.- Impugnación: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91): 

 

La accionada presenta impugnación alegando que: 

 

- No hay vulneración de los derechos del accionante. 

- La información fue rectificada en el Sistema de Información Contravencional – 

SICON PLUS y el Sistema Integrado de Información de Multas y Sanciones por 

Infracciones de Tránsito SIMIT. 

- Aporta consulta en las bases de datos donde se advierte que la información fue 

actualizada. 

 

8.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración de los derechos deprecados por cuenta de la accionada?  

  

9.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Fundamentos de derecho:  
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Resulta indiscutible, que el debido proceso en los términos del art. 29 de la Constitución 

política se profesa sobre toda clase actuaciones tanto judiciales, administrativas y frente a 

particulares, por ende es necesario que se respeten las garantías innatas a este derecho 

fundamental.  

 

En este orden el derecho al debido proceso ha sido definido por la jurisprudencia 

constitucional, fijando la procedencia excepcional de la acción tutelar en algunos aspectos, 

tal como lo recalco mediante sentencias T- 957 de 2011, C- 341 de 2014 y T-036 de 2018, 

así: 

 

“…Esta Corporación ha definido el debido proceso administrativo como “(i) el 

conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, 

materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la 

autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y 

(iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”. Lo 

anterior, con el objeto de “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la 

administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el 

derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”. 

(…) Sin embargo, excepcionalmente, es posible tramitar conflictos derivados de 

actuaciones administrativas por vía de la acción de tutela, bien sea porque se 

acredite la amenaza de un perjuicio irremediable, caso en el cual cabe el amparo 

transitorio, o porque se establece que los medios de control ante la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo son ineficaces para la protección del derecho a la luz 

de las circunstancias de cada caso en particular, evento en el que opera como 

mecanismo definitivo. La jurisprudencia constitucional también ha señalado que la 

posibilidad de acudir directamente a la acción de tutela ante la revocatoria 

unilateral de un acto administrativo de contenido particular y concreto sin la 

debida observancia del debido proceso, pretende asegurar que el administrado 

pueda continuar gozando de sus derechos, mientras la autoridad administrativa 

cumple con el mandato legal de demandar su propio acto ante la jurisdicción 

competente, pues no resulta constitucionalmente admisible que dicha carga sea 

trasladada al particular…”1 

 

(…) 

 

“…El debido proceso como derecho fundamental, se encuentra  consagrado 

expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, y como primer elemento 

cabe resaltar su aplicación no solo para los juicios y procedimientos judiciales, 

sino también para todas las actuaciones administrativas, cuando establece 

que: “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales o 

administrativas”. La jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que la 

extensión del debido proceso a las actuaciones administrativas, tiene por objeto 

garantizar la correcta producción de los actos administrativos,  y extiende su 

cobertura al ejercicio de la administración pública, en la realización de sus 

objetivos y fines estatales, cobijando todas sus manifestaciones , “en cuanto a la 

formación y ejecución de los actos, a las peticiones que realicen los particulares, a 

 
1 Corte Constitucional Sentencia T- 957 de 2011 con ponencia del Magistrado Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 
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los procesos que por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad 

administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al 

señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias 

administrativas, cuando crea el particular, que a través de ellas se hayan afectado 

sus intereses”[14].…” 

 

(…)  

 

“El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental al 

debido proceso, el cual debe ser respetado no solo en el ámbito de las actuaciones 

judiciales sino también en todas las actuaciones, procedimientos y procesos 

administrativos, de manera que se garantice (i) el acceso a procesos justos y 

adecuados; (ii) el principio de legalidad y las formas administrativas previamente 

establecidas; (iii) los principios de contradicción e imparcialidad; y (iv) los 

derechos fundamentales de los asociados.” 

 

 

El derecho fundamental al trabajo se encuentra contemplado en el artículo 25 de la 

Constitución Política y convenios internacionales. Algunas de las prerrogativas laborales 

derivadas de este derecho no alcanzan el nivel de derecho fundamental y por tanto no son 

susceptibles de protección vía acción de tutela, máxime si se tratan aspectos accidentales, 

tal como lo indicó la Corte Constitucional en sentencia T-799 de 1998: 

 

“Con el derecho al trabajo, consagrado como derecho fundamental en el artículo 

25 constitucional y en los convenios internacionales suscritos por Colombia, 

sucede como con los demás de su clase: muchas de las prerrogativas laborales que 

se derivan de su naturaleza esencial no alcanzan el nivel de derechos 

fundamentales, y por tanto, no son susceptibles de protección por vía de tutela. 

Sobre este particular, la Corte señaló: "Es cierto que el derecho al trabajo es 

fundamental, y, por tanto, su núcleo esencial es incondicional e inalterable. Pero lo 

anterior no significa que los aspectos contingentes y accidentales que giran en 

torno al derecho al trabajo, sean, per se, tutelables, como si fueran la parte 

esencial". 

 

En relación con el derecho al mínimo vital, la jurisprudencia lo ha contemplado como un 

presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos 

fundamentales, pero que se constituye en un concepto indeterminado que depende de las 

circunstancias particulares de cada caso particular, al efecto indicó en sentencia T-157 de 

2014: 

“el mínimo vital, considerado éste como aquellos recursos absolutamente 

imprescindibles para solucionar y satisfacer no solamente las necesidades 

primarias de alimentación y vestuario, sino aquellas relacionadas con la salud, 

educación, vivienda, seguridad social y medio ambiente, factores insustituibles 

para la preservación de calidad de vida”[31].” 

“Bajo esta regla, el mínimo vital es concebido en la jurisprudencia constitucional 

como un concepto indeterminado cuya concreción depende de las circunstancias 

particulares de cada caso[35].  En este sentido, la vulneración del derecho al 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-341-14.htm#_ftn14
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn31
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn35
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mínimo vital puede establecerse atendiendo a las consecuencias que para la 

persona tiene la privación de sus ingresos laborales en la situación concreta en que 

se encuentra. 

 Lo anterior conlleva, necesariamente, que el juez constitucional para efectos de 

otorgar o negar el amparo solicitado, en primer lugar, realice una valoración 

concreta de las necesidades básicas de la persona y su entorno familiar y de los 

recursos necesarios para sufragarlas, y, en segundo lugar, determine si el mínimo 

vital se encuentra amenazado o efectivamente lesionado[36].” 

 

Por otra parte, la Corte Constitucional creo el concepto de carencia actual de objeto para 

aquellos casos cuando se constata un hecho superado, el cual se presenta cuando cesa o se 

supera lo pretendido con la acción de tutela, tal como fue señalado en la sentencia T-523 de 

2011: 

 
“El objetivo de la acción de tutela es la protección efectiva, cierta e inmediata de los 

derechos fundamentales, presuntamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o de un particular, en concordancia con el artículo 86 de la Carta 

Política y el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991.  

Por esta razón, es necesario que exista un sujeto determinado, titular de derechos 

fundamentales, una conducta de una autoridad pública o de un particular que vulnere o 

amenace los derechos de rango constitucional. Lo anterior, para efectos de que la acción de 

tutela proceda y el juez constitucional pueda valorar el caso concreto y llegar a una 

solución encaminada a proteger o restaurar la amenaza o vulneración. 

Ciertamente, los derechos no son otra cosa que facultades radicadas en cabeza de 

personas naturales o jurídicas, por lo cual su existencia no se presenta por sí misma, como 

una realidad ontológica autónoma o independiente, sino que sólo se da como consecuencia 

de la de un titular de tales facultades subjetivas2.  

El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 hace alusión a la improcedencia de la acción de 

tutela, “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, 

salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”. Sin embargo, el 

parágrafo del artículo 29 del mencionado decreto lo señala, el fallo de tutela no puede ser 

inhibitorio, por lo cual el juez de tutela no puede eximirse de realizar un análisis de fondo 

sobre el caso concreto. De ahí que, la Corte Constitucional haya creado el concepto de 

“carencia actual de objeto”, que puede configurarse por la ocurrencia de un hecho 

superado o de un daño consumado.  

Así, se presenta un hecho superado cuando cesa, desaparece o se supera el objeto jurídico 

de la acción de tutela, porque se restauró el derecho fundamental amenazado o 

vulnerado, impidiendo que “el juez de tutela entre a emitir una orden respecto de la 

situación fáctica que impulsó la interposición de la acción.”3 Lo cual no implica, tal como 

se dijo anteriormente, que el juez de tutela profiera un fallo en el cual deba pronunciarse 

sobre la configuración de un hecho superado y cómo se reparó el derecho, por lo que el 

hecho superado debe ser probado.” 

“En ese sentido, si el fundamento fáctico se superó antes de iniciado el proceso de tutela 

ante los jueces de instancia o en el trámite de la misma, corresponde al juez constitucional 

declarar la improcedencia de la misma, en virtud de lo establecido en el artículo 6 numeral 

4 del Decreto 2591 de 1991, debiendo verificar: i) si se trata de un hecho superado, cómo 

cesó la vulneración de los derechos fundamentales invocados, o ii) de tratarse de un daño 

consumado, declarar la improcedencia, analizando la existencia de la consumación del 

daño. Por su parte, la Corte en sede de revisión, deberá confirmar el fallo revisado, 

quedando facultada para pronunciarse de realizar un examen adicional relacionado con la 

materia de la que trata el caso concreto, con la finalidad de unificar jurisprudencia4.  

Pero si se superó o consumó el daño en el curso del trámite de revisión ante la Corte 

Constitucional, la Sala de Revisión deberá analizar el caso concreto y advertir si en el 

 
2 Sentencia T-277 de 2008. 
3 Sentencia T-449 de 2008.  
4 Ver entre otras, Sentencias T-428 de 1998, T-107 de 2007, T-449 de 2008 y T-495 de 2010. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-157-14.htm#_ftn36
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trámite ante los jueces de instancia se cumplió debidamente con las reglas 

jurisprudenciales, se aplicó adecuadamente las normas vigentes y dependiendo del caso 

conceder o revocar el amparo de los derechos fundamentales, sin importar, si al tratarse de 

un daño consumado no proceda a impartir orden alguna. Tal como se consagró en la SU-

540 de 2007: 

Entonces, sobre el particular se puede enunciar como regla general que a.) si la Corte 

encuentra que la decisión se profirió conforme a la Constitución Política y a la 

jurisprudencia, confirmará el fallo; b.) si verifica que sí hubo una vulneración, o que la 

tutela era procedente, revocará la decisión y señalará que aunque se habría concedido la 

tutela, se presentó un daño consumado con la muerte del actor, con lo que se configura la 

carencia de objeto y así lo declarará, previo su pronunciamiento de fondo, para 

determinar el alcance de los derechos vulnerados (en armonía con lo dispuesto en el 

artículo 24 del Decreto 2591 de 1991) y emitirá la orden de compulsar copias de la 

sentencia y del expediente a las autoridades correspondientes para eventuales 

investigaciones, si fuera del caso.  (Subrayado y negrilla fuera de texto)5.  

Por ejemplo, en la sentencia T-601 de 2008, la Sala sexta de Revisión, estudió el caso de un 

señor de 74 años que había sufrido un accidente cerebro vascular, razón por la cual se 

encontraba en delicado estado de salud, sin que la E.P.S accionada le hubiera autorizado 

la consulta domiciliaria que el médico tratante le había prescrito. Luego, en el curso de 

revisión de la acción de tutela por la Corte Constitucional, el actor falleció como 

consecuencia de la enfermedad terminal que padecía.  

En esta oportunidad, esta Corporación concluyó que la muerte del titular de los derechos 

fundamentales presuntamente vulnerados, genera una carencia actual de objeto, por daño 

consumado. No obstante, como al juez de tutela, en sede de revisión, le corresponde 

analizar el caso concreto y dilucidar si el daño se relaciona con la actuación u omisión de 

la entidad demandada y si las decisiones de los jueces de instancia aplicaron las reglas 

jurisprudenciales al caso concreto. Decidió en esta ocasión, revocar el fallo de segunda 

instancia que había revocado a su vez el amparo concedido por el juez de primera 

instancia, puesto que se logro verificar que la entidad accionada había vulnerado los 

derechos fundamentales invocados, al tratarse de un sujeto de especial protección 

constitucional y habérsele negado el suministro del tratamiento integral requerido. 

Llamándole la atención a E.P.S demandada pues “la ausencia de atención domiciliaria 

implicó la desatención permanente del usuario y el menoscabo de sus condiciones de 

salud,” advirtiéndole que en adelante deberá velar por la protección de los derechos de 

rango constitucional, cumpliendo con las obligaciones legales y constitucionales en su 

deber como entidad prestadora de salud.  

En conclusión, a pesar de que la jurisprudencia constitucional ha sido disímil frente al 

concepto de carencia actual de objeto, por hecho superado o daño consumado, en 

ocasiones denominándola sustracción de materia, y no existiendo una precisión conceptual 

de en cuál situación se enmarca el fallecimiento del accionante en el curso de la acción de 

tutela, ciertamente la existencia del sujeto cuyo derechos fundamentales están 

presuntamente vulnerados, es un presupuesto lógico para decidir sobre el fondo del asunto. 

Así las cosas, existe una carencia actual de objeto, porque no hay sujeto titular de los 

derechos, por lo cual no hay objeto –derechos constitucionales fundamentales- sobre el 

cual el juez constitucional pueda pronunciarse. Sin embargo, la jurisprudencia  ha 

establecido que,  

(…) la circunstancia de la muerte conduce, como se dijo, a una carencia actual de objeto y 

ésta, a su vez, a la improcedencia de la tutela, por cuanto cualquier orden que se pudiera 

emitir sería ineficaz para la protección de los derechos fundamentales; sin embargo, en 

otros casos, esa consecuencia se ha calificado como la ausencia de interés legítimo o 

jurídico y así se ha declarado, o sencillamente, se ha entendido como sustracción de 

materia; terminación del asunto; cesación de la causa que generó el daño de la acción, de 

la actuación impugnada, o de la situación expuesta.6  

Por lo tanto, cuando el sujeto titular de los derechos fundamentales fallece en el trámite de 

la acción de tutela, el juez constitucional debe analizar el caso concreto y decidir si la 

actuación de la entidad accionada menoscabó los derechos invocados, y declarar el 

amparo improcedente al configurarse una carencia actual de objeto.” 

 

 
5 Sentencia SU-540 de 2007. 
6 Sentencia SU-540 de2007. 
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b.- Caso concreto:  

 

Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, es la no 

contestación a la solicitud del 8 de julio de 2020 con radicado SDM: 98467. 

 

La Secretaria Distrital de Movilidad con informe presentado al a quo, oficio SDM-SGJ-

DRJ-114038-2020, acreditó que dio respuesta al accionante con consecutivo SDM-DGC-

113747-2020 del 29 de julio de 2020, teniendo en cuenta que: 

 

- La petición del accionante se concretaba a que se declarara la prescripción de 

los comparendos en el acuerdo de pago No. 2847958 del 15 de mayo de 2014, y 

fueran descargados del sistema. 

- En la respuesta dirigida al señor Héctor Julio Rojas Sotelo se le indicó que 

revisado el sistema de información, no registraba multas vigentes por infracción 

a las normas de tránsito, como tampoco de cobro coactivo alguno respecto del 

acuerdo de pago No. 2847958 del 15 de mayo de 2014. 

- También le indicó que la novedad había sido reportada al Sistema Integrado de 

Información sobre Multas y Sanciones de Tránsito SIMIT, y no emitía paz y 

salvo. 

 

No obstante lo anterior el Juez de primera instancia determinó que no había actualizado la 

información en la plataforma SIMIT.   

 

Con posterioridad al fallo emitido por el a quo de fecha diez de agosto de dos mil veinte, 

con radicado SDM-SGJ-DRJ-119924-2020 del trece de agosto de dos mil veinte, la 

Secretaría Distrital de Movilidad acreditó con copias de las consultas realizadas que la 

información fue rectificada. 
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Fuente: SICON PLUS. [En línea:] http://consultas.transitobogota.gov.co:8083/publico/index.php 
(Última consulta: Agosto 13 de 2020). 

 

Fuente: SIMIT. [En línea:] https://consulta.simit.org.co/Simit/index.html (Última consulta: agosto 13 
de 2020). 

 

Visto lo anterior se tiene que la solicitud del accionante fue resuelta de manera clara, 

completa y de fondo, y fue aportada constancia del envió de ésta, cumpliendo con la 

protección del nucleó esencial del derecho de petición. 

 

Vale la pena aclarar, que cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que 

responder el derecho de petición implique otorgar lo pedido, tal y como lo ha sostenido la 

Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 

razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 

adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un 

derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la 

pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la 

materia de la solicitud”. 
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Aunado a lo anterior se pone de presente que no es viable al juez constitucional, indicar o 

hacer manifestación alguna sobre el sentido de las decisiones que tomen las entidades 

accionadas, ya que lo fundamental es la verificación de la resolución a las peticiones en 

sentido estricto, teniendo en cuenta que una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, 

sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. 

 

Conforme lo expuesto, y no encontrándose vulnerado del derecho de petición de la 

accionante, cumpliéndose con el debido proceso en el trámite surtido respecto de éste y 

habiéndose acreditado la actualización en las bases de datos (SIMIT), encuentra este 

Despacho que estamos en presencia de la figura jurídica de la carencia actual del objeto por 

hecho superado, en virtud que el motivo de presentación de la acción de tutela desapareció, 

configuración que el Alto Tribunal Constitucional definió en sentencia T - 265 de 2017 M. 

P. ALBERTO ROJAS RÍOS, así: 

 
“La carencia actual del objeto por hecho superado se presenta cuando por el actuar de la 

entidad accionada, cesa la vulneración del derecho fundamenta alegado en la acción de 

tutela. 

Sobre este particular esta Corporación ha indicado que: 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que 

autoriza a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a 

prescindir de orden alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al 

demandado sobre la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a 

las que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del 

Decreto 2591 de 1991.”7 

 

No encontrándose vulnerado el derecho de petición del accionante y habiéndose resuelto lo 

pretendido por la parte actora, se declarará la carencia actual de objeto en la tutela 

impetrada por Héctor Julio Rojas Sotelo. 

 

En los anteriores términos se modificará la decisión del Juzgado Cincuenta y Seis Civil 

Municipal de Oralidad de Bogotá D.C., respecto de la Secretaría Distrital de Movilidad, y 

se declarará la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela impetrada por 

Héctor Julio Rojas Sotelo, y se prescindirá de emitir orden alguna respecto de ésta.  

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

 
7 Sentencia T-200 de 2013. 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: Modificar la sentencia proferida por el Juzgado Cincuenta y Seis Civil 

Municipal de Oralidad de Bogotá D.C., por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia, la cual quedara de la siguiente manera: 

 

“Declarar la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela 

impetrada por Héctor Julio Rojas Sotelo contra Secretaría Distrital de 

Movilidad, y se prescinde de emitir orden alguna respecto de dicha 

entidad.” 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

TERCERO: NOTIFICAR la decisión por el medio más expedito. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

 

©Å╦Ç 


